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LEGISLATIVa 

Se ha vuelto lugar común la expresión fre­
cuente de que el parlamento constituye el "Po­
der" Legislativo y de que éste es "el primer poder 
del Estado". La clásica doctrina de la división de 
poderes. aunque subiste como concepción fun­
damental. no se ha mantenido de manera ente­
ramente ortodoxa sino que ha evolucionado 
para amoldarse a las exigencias de los tiempos 
que se han encargado, por ejemplo, de precisar 
que el Poder es uno solo y lo que se atribuye al 
legislativo, ejecutivo y Judicial son apenas fun­
ciones de ese poder único que, en su conjunto, 
está llamado a buscar el bien común. 

Semejante concepción del poder y sus fun­
ciones ha prevalecido desde hace algún tiempo 
y ha atenuado considerablemente el peligro que 
algunos advertían de que el poder absolutista y 
sin limitaciones podía convertirse en "el peor 
enemigo de la libertad" y de otros derechos de 
los hombres y de los pueblos. También parece­
ría Inscribirse en esa tesis la creencia de que el 
poder es proclive al abuso. sin reparar en que 
éste no puede atribuirse al poder en sí mismo 
sino a su ejercicio, en el cual cuentan, evidente­
mente, los comportamientos de quienes lo de­
tentan, que pueden conducir a situaciones Irre­
gulares y hasta delictivas. De ahí que la llamada 
"división de poderes" tiene el saludable y pri­
mordial efecto de establecer una limitación re­
ciproca entre las tres funciones, cada una hasta 
cierto punto especializada en su respectivo 
ámbito, que las equilibra y las coordina por 
mandato de la ley. 
Parlamentarismo y presidencialismo.- En el 
régimen parlamentario la Función Legislativa 
tiene una Influencia decisiva no sólo en el go­
bierno y las demás funciones del Estado sino 
también en todos los órdenes de la vida del país. 
El Derecho Político coincide en señalar que el 
parlamentarismo se caracteriza, esencialmente. 
por dos aspectos: la exclusividad en el ejercicio 
del Poder Legislativo por parte del parlamento o 
congreso elegido por el pueblo y la fiscalización 
del poder ejecutivo, que ha de gozar de la con­
fianza y respaldo de la mayoría de los parla­
mentarios para subsistir políticamente. hasta 
el punto de que. si no cuenta con ella, debe re­
nunciar. Pero el parlamentarismo, como cual-

Wilfrido Lucero Bolaños 

quler otro sistema jurídico-político. no está 
exento de peligros: por ejemplo, si por excesivo 
celo extrema su tarea de flscalízacíón puede 
anular la acción del Ejecutivo o. por lo menos, 
obstruirla hasta volverla estéril. 

De esta manera, en el régimen parlamentario 
el congreso y el Ejecutivo derivan su autoridad 
de la soberanía popular democráticamente ex­
presada en los procesos electorales y. en cuanto 
a la Función Judicial. los nombramientos se 
hacen por cooptación. dado que sus componen­
tes no son, en general. producto de una elección 
popular. 

El sistema presidencial -originario de Esta­
dos Unidos de América y adoptado posterior­
mente por los países latinoamericanos que lo 
amoldaron a sus circunstancias y realidades-e­
otorga al jefe del Estado también la calidad de 
jefe de gobierno lo que. en la práctica. significa 
que el presidente de la República, por sí solo o 
por medio de sus ministros, no tiene única­
mente la tarea de administrar el Estado sino 
también la de señalar los grandes objetivos ha­
cia los cuales deben orientarse las energías de 
la nación. adoptando decisiones políticas res­
pecto de los trascendentales Intereses presen­
tes y futuros de la colectividad de un país. 

El Ejecutivo, en tal sistema, no está subordi­
nado al parlamento. no tiene que renunciar si en 
él se encuentra en mínoría, y ejerce la tarea de 
colegtslador, sea porque presenta proyectos de 
ley o de decreto. sea porque Interviene en la dis­
cusión de ellos o, finalmente, porque ejecuta u 
objeta las leyes que el congreso aprueba. 

Es Indudable que en el sistema presidencial 
el Ejecutivo es más fuerte y tiene más atribucio­
nes y facultades que en el sistema parlamenta­
rio. El presidente de la República. que es el titu­
lar de la Función Ejecutiva. aparece como la fi­
gura Irreemplazable que tiene en sus manos el 
poder de decidir lo que corresponde hacer o no 
al Estado, adoptando decisiones que pueden 
comprometer su historia. Pese a la división de 
funciones podría aseverarse teóricamente que. 
en el sistema presidencial, el Ejecutivo aparece 
como un poder predominante, con el peligro de 
que se vuelva hegemónico. lo que podría socavar 
la base de la división de funciones que, en 

241 



LEGISLATIVO 

esencIa, apunta al equilibrio político. aunque 
cabe advertir que en América Latina jamás ha 
existido un régimen de auténtica separación de 
poderes. 
El Poder Legislativo en el Ecuador.- Desde 
su primera Constitución Política hasta la que 
rige actualmente el Ecuador ha adoptado el 
sistema presidencial, aunque ha tenido que In­
troducir algunas combinaciones con el parla­
mentario. Prueba de ello es que, si bien la Fun­
ción Ejecutiva es desempeñada por el presi­
dente de la República, elegido por el pueblo. y la 
Constitución le otorga la facultad de nombrar y 
remover libremente a los ministros de Estado. el 
Congreso Nacional puede "proceder al enjui­
ciamiento político durante el ejercicio de sus 
funciones y hasta un año después de termina­
das, del Presidente y Vicepresidente de la Re­
pública. de los Ministros Secretarios de Estado, 
de los Magistrados de la Corte Suprema de Jus­
ticia y de los Miembros del Consejo Nacional de 
la Judicatura, de los miembros del Tribunal de 
Garantías Constitucionales y de los del Tribu­
nal Supremo Electora!, del Contralor General, 
del Procurador General del Estado. del Ministro 
Fiscal General y de los Superintendentes de 
Bancos y de Compañías por Infracciones 
cometidas en el desempeño de sus cargos; y. 
resolver su censura en caso de declaratoria de 
culpabilidad, lo que producirá como efecto su 
destitución e Inhabilidad para desempeñar 
cargos públicos durante el mismo periodo. El 
Presidente y el Vicepresidente de la República 
sólo podrán ser enjuiciados por traición a la 
Patria, cohecho o cualquier otra Infracción que 
afectare gravemente al honor nacional" (ArL 59. 
e).) 

En otros términos eso significa que una ma­
yoria parlamentaria adversa al Ejecutivo, si bien 
no determlnaria necesariamente su dimisión, 
podria, en cambio. censurar y destituir desde el 
presidente de la República hasta el último de 
sus ministros e In habilitarlos para el desem­
peño de funciones públicas por el tiempo que 
determina la Constitución. Semejante facultad 
ha sido parte consustancial de nuestro sistema 
constitucional ya que los términos de la atribu­
ción fiscalizadora del congreso se han mante­
nido. con ligeras modificaciones. a lo largo de 
nuestra historia republicana. Como una suerte 
de contrapeso el Ejecutivo, representado por el 
presidente de la República, tiene. como se ha 
señalado más arriba, funciones de colegíslador. 
Congreso bicameral o unicameral.- Históri­
camente en el Ecuador ha prevalecido el con­
greso bícameral, reconocido en casi todas nues­
tras constituciones políticas, con una Cámara 

de Senadores y una de Diputados. El Senado 
estuvo. casi siempre. Integrado por una doble 
representación: la que provenía de la elección 
popular directa y la funcional que se originaba 
en determinados grupos. élites o gremios. fre­
cuentemente criticada por su naturaleza privi­
legiada y antldemocrátlca. El congreso uníca­
meral, en cambio. ha funcionado sólo por ex­
cepción; en efecto, lo consagran únicamente las 
constituciones de 1830, 1851.1945 Y 1978. que 
rige actualmente. 

Cada uno de esos sistemas ofrece ventajas y 
desventajas que no dependen exclusivamente de 
sus bondades Intrinsecas sino también de la 
Idiosincrasia de cada pueblo. En el caso de 
Ecuador pueden apreciarse objetivamente unas 
y otras por haber experimentado ambos siste­
mas. 

Es Indudable que una de las mayores venta­
jas del congreso bícameral es contribuir al for­
talecimiento del Ejecutivo y a su estabilidad, ya 
que existe la posibilidad cierta de que la Cámara 
del Senado -Instancia a la que se puede acudir 
sobre todo en momentos de confllcto- actúe 
como morígeradora y factor de equilibrio en los 
enfrentamientos que. con mayor o menor 
Intensidad. se producen Inevitablemente entre 
los miembros del Ejecutivo y los de la Cámara 
de Diputados de carácter marcadamente polí­
tico. Los partidarios del blcameralismo abonan 
también en su favor una mayor dedicación y 
madurez en la aprobación de los proyectos y re­
soluciones. aunque ello sea bastante relativo y 
tenga, como contrapartida. el hecho de que los 
trámites en el congreso bícameral se vuelven 
demasiado lentos y engorrosos. 

El unlcamerallsmo puede. en cambio, ser 
aprovechado en bien de la agilidad, oportunidad 
y eficacia del trabajo parlamentario, respon­
diendo asi a las exigencias de una sociedad 
cada vez más dinámica. Impaciente y compleja. 
y aunque ello también sea relativo cabe señalar 
que muchas de la fallas que presenta tampoco 
pueden atribuirse al sistema como tal sino a 
factores colaterales, entre ellos la falta de for­
mación política y de conocimientos de los dipu­
tados e Incluso la prohibición de reelección In­
mediata, precisamente cuando conocen ya los 
trámites parlamentarios para poder desenvol­
verse con solvencia. 

El Congreso Nacional se reúne en Quilo el 10 
de agosto de cada año, por 60 días Improrroga­
bles, con excepción el año en que corresponda 
posesionar al presidente y al vicepresidente de 
la República, en que se reúne el 9 de agosto. En 
estas sesiones elige a sus dignatarios. presi­
dente y vicepresidente, al secretario general y al 
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prosecretarto, así como a los diputados que 
conformarán la Comisión de Mesa. En receso 
del Congreso funciona durante todo el año el 
Plenario de las Comisiones legislativas. 
Diputados nacionales y provinciales.- Pare­
cería un contrasentido que nuestro congreso, 
siendo unícameral. esté compuesto por diputa­
dos de dos clases. nacionales y provinciales, en­
tre los cuales existen solamente tres diferen­
cias: tener. por lo menos, 30 o 25 años, respecti­
vamente, al momento de la elección; ser elegidos 
en todo el país o en la respectiva provincia y du­
rar cuatro o dos años en el ejercIcio de sus fun­
ciones. 

Esa clasificación no fue resultado de consi­
deraciones técnicas sino políticas: se trataba de 
promover, a nivel nacional, a nuevas figuras de 
la política por medio de listas de candidatos 
nacionales y de las respectivas campañas 
electorales. La experiencia ha demostrado no 
sólo que no se alcanzó tal objetivo sino que se lo 
ha soslayado en vista de que, salvo muy raras 
excepciones, los partidos prefieren colocar en 
los primeros puestos de las listas a líderes o a 
"dirigentes conocidos". porque más les Interesan 
los resultados electorales que la promoción de 
nuevos valores. 

Cuando en 1983 se Introdujo, entre otras re­
formas a la Constitución. un perlado de dura­
ción diferente para los diputados nacionales y 
provinciales. se arguyó que, mientras con la 
elección de estos últimos se daba, a mitad del 
periodo presidencial y parlamentario. una vál­
vula de escape a la Impaciencia electoral del 
pueblo, con los primeros se aseguraba la conti­
nuidad de la tarea legislativa. Al parecer no se 
ha alcanzado ni lo uno ni lo otro o, por lo menos, 
los resultados en ambos casos han sido Insufi­
cientes. 

Los diputados nacionales son doce fijos. El 
número de diputados provinciales varía de 
acuerdo a la densidad de población de cada 
provincia: se eligen dos diputados por cada 
provincia, a excepción de las que tienen menos 
de 100 mil habitantes, que eligen solamente 
uno. Además, uno por cada 300 mil habitantes o 
fracción que pase de 200 mil. Actualmente los 
diputados provinciales son 54, lo que da un total 
de 76 legisladores. 

Igualar el periodo de los legisladores. vol­
viendo a la situación que regía antes de la re­
forma constitucional, parece lo más aconseja­
ble, aun cuando sólo fuera para evitar el desate 
de ambiciones personales que han llegado 
hasta la vergonzosa propuesta de "autoprorro­
gar" el periodo para el que fueron elegidos los 
diputados provinciales, burlando el pronun-
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clamlento popular y yendo contra el avance de­
mocrático del país. 

La Constitución Política vigente no permite 
la reelección Inmediata de los diputados. El sín­
drome de la no reelección presidencial envolvió 
también. Inconsultamente, a los parlamenta­
rios. sin reparar en que se trataba de dos situa­
ciones por completo diferentes ni en el hecho de 
que un país pequeño como el nuestro no podía 
permitirse el lujo de renovar tan alto número de 
dignatarios para encomendarles tareas tan Im­
portantes como la fiscalización, la elaboración 
de leyes y otras propias de la función legislativa. 
El congreso es, o debe ser, una verdadera es­
cuela de formación político-legislativa y. en­
tendiéndolo así, la opinión pública se ha pro­
nunciado mayoritariamente, en consultas reali­
zadas recientemente, por la posibilidad de ree­
lección Inmediata de los diputados. 

A raíz de la Interpretación que el 6 de octubre 
de 1983 se hizo del articulo 57 de la Constitu­
ción. se consagró lo que se ha dado en llamar 
"reelección cruzada". modalidad por la cual un 
diputado nacional puede ser elegido diputado 
provincial en la elección Inmediata, y viceversa. 
Muchos creyeron, al comienzo, que semejante 
Interpretación tenia alguna "dedicatoria" pero el 
tiempo ha desvanecido tal sospecha ya que han 
sido numerosos los legisladores que se han 
acogido a ese mecanismo pero muy raros los 
que han vuelto al parlamento porque. en defini­
tiva. la última palabra la tienen los electores. 
Funciones del Congreso Nacional. - legislar 
y fiscalizar son las primordiales. puesto que no 
son las únicas: le corresponde también, por 
ejemplo, la aprobación del Presupuesto General 
del Estado por Intermedio de la Comisión de 
Presupuesto -a condición de que no surjan dis­
crepancias Insalvables respecto de la proforma 
enviada por el Ejecutivo, en cuyo caso compete 
al congreso en pleno su aprobación, lo que no 
ha sucedido desde la vigencia de la actual 
Constltuclón-. la nominación de dignatarios 
tales como el vicepresidente de la República 
(cuando falta definitivamente). de magistrados 
de la Corte Suprema de Justicia. de vocales del 
Tribunal Supremo Electoral y del Tribunal de 
Garantías Constitucionales. de Contralor Gene­
ral. Procurador General, Ministro Fiscal y super­
Intendentes de Bancos y de Compañías. Tam­
bién corresponde al congreso aprobar o 
desaprobar los tratados públicos y los con­
venios Internacionales y otorgar amnistías e 
Indultos, a más de pronunciarse sobre los 
problemas más Importantes del país. 
La tarea legislatlva.- Es la de primer orden y 
comprende la facultad de expedir, modificar, 
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reformar. derogar e interpretar las leyes y re­
formar e interpretar la Constitución. 

La elaboración de las leyes atraviesa las si­
guientes etapas constitucionales: a. Distribu­
ción del proyecto entre los legisladores con 
quince días de anticipación, por lo menos: b. 
Lectura del proyecto y formulación de observa­
ciones; c. Primera discusión con debate: d. Se­
gunda discusión, debate y aprobación. A cada 
discusión debe preceder el informe de la Comi­
sión correspondiente. La aprobación requiere la 
mayoría simple de los asistentes a la sesión del 
Congreso o del Plenario -de Ia's-Cornlstónes Le­
gislativas. 

La objeción a las leyes puede ser total o par­
cial. Si el presidente de la República objeta to­
talmente una ley el Congreso Nacional no puede 
volver a tratarla sino después de transcurrido 
un año desde la fecha de la objeción. Si ésta es 
parcial el Congreso puede aceptarla y rectificar 
la ley en ese sentido o ratificarla en dos debates 
y con el voto favorable de dos tercios de sus 
miembros. Resuelta la objeción parcial por 
cualquiera de los dos procedimientos se pro­
mulga la ley. 

La reforma de la Constitución está sujeta a 
un procedimiento especial que comprende su 
aprobación en dos debates, el voto favorable de 
por lo menos dos tercios de los miembros del 
Congreso, el dictamen favorable del presidente 
de la República y su promulgación en el Regis­
tro Oficial. Las reformas constitucionales que 
no hubieren sido aprobadas pueden ser someti­
das a consulta popular por el presidente de la 
República en el plazo de noventa días. 

La importancia que tiene la participación 
presidencial en la labor legislativa se desprende 
de los siguientes aspectos: 

a. La iniciativa reconocida al presidente de la 
República para presentar proyectos de ley o de 
decreto sobre cualquier materia es tan amplia 
como la que tienen los legisladores. 

b. El presidente puede presentar un proyecto 
de ley en materia económica calificándolo de 
urgente. en cuyo caso el Congreso Nacional o el 
Plenario de las Comisiones Legislativas debe 
aprobarlo o rechazarlo en el plazo de quince 
dias. De no hacerlo, el presidente de la Repú­
blica podrá promulgarlo como Decreto-Ley y 
entrará en vigencia hasta que el Congreso lo de­
rogue o reforme. En caso de derogatoria ésta no 
podrá ser objetada por el presidente. Esta 
norma -aunque frecuentemente el proyecto 
acusa cierta falta de precisión- es útil para 
responder a problemas apremiantes en el ám­
bito económico, pero se ha abusado de ella con 
deshonestidad intelectual por parte de quienes 

la han utilizado a su antojo. 
c. Toda ley aprobada por la Legislatura es 

sometida al presidente de la República para su 
aprobación u objeción. 

d. El presidente de la República puede pro­
poner reformas a la Constitución. emitir dicta­
men sobre ellas y, cuando fueren negadas total 
o parcialmente. someterlas a consulta popular. 

Las exigencias que surgen de la complejidad 
de problemas en estados como el nuestro de­
terminan una partipación creciente del presi­
dente de la República en la tarea legislativa. 
La tarea fiscalizadora. -El Congreso Nacional 
puede enjuiciar políticamente a cualquiera de 
los representantes y Iuncíonaríos señalados en 
el literal el del artículo 59 de la Constitución. Al 
tratarse del presidente o del vicepresidente de 
la República -que sólo pueden "ser enjuiciados 
por traición a la patrta, cohecho o cualquier otra 
infracción que afectare gravemente al honor 
nacional"- se advierte un error más en la Ley 
Orgánica de la Función Legislativa al no típlfl­
car lo que ha de entenderse por "infracción que 
afecte gravemente al honor nacional", por lo 
cual esta causal sigue siendo meramente decla­
ratoria e inaplicable. 

En ese caso el procedimiento sigue las si­
guientes etapas: acusación reconocida judicial 
o notartalmente presentada por un mínimo de 
veinte diputados; conformación por parte del 
congreso de una Comisión Especialísima inte­
grada por un diputado de cada partido político 
representado por él. que deberá presentar un 
informe. La acusación, si es admitida por una 
mayoría absoluta de los integrantes del con­
greso. vuelve a la Comisión para continuar su 
sustanciación. La moción de censura deberá 
contar con el respaldo de veinte diputados. por 
lo menos. y. luego de los debates, requerirá para 
su aprobación los votos favorables de dos ter­
cios de los miembros del Congreso. 

La interpelación de los demás functonaríos 
ofrece algunas vartantes. El legislador o los le­
gisladores interpelantes presentarán su acu­
sación al presidente del Congreso quien, en el 
término máximo de tres días, la remitirá a la 
Comisión de Fiscalización y Control Político y 
la notificará. en el mismo plazo, al acusado. 
Este, desde ese mismo instante. puede ejercer 
su defensa presentando todas las pruebas de 
descargo a la Comisión en el término máximo 
de diez días. transcurrido el cual el o los acusa­
dores podrán presentar la moción de censura. 
Si no lo hacen se dará por concluido el enjui­
ciamiento político. La moción de censura re­
quiere, para su aprobación tras los debates. de 
la mayoría absoluta de los miembros del con­
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greso. 
El abuso de la función fiscalizadora y el pro­

pósito. mal disimulado. de valerse de ella sola­
mente para la promoción política personal, de­
jando de lado los obJelivos que le señala la 
Constitución. han desnaturalizado y degradado 
hasta límites peligrosos la tarea fiscalizadora 
del congreso. 
Relaciones del Legislativo con otras fun­
ciones del Estado.- Una relación armoniosa 
del Legislativo con los demás organismos y 
funciones del Estado debe parlir del principio 

l. 

LEGISLATIVO 

de la Independencia de éstas. del convenci­
miento de que cada uno de ellas tiene la obliga­
ción Inexcusable de contribuir al bien común y 
del respeto sano y absoluto de los deberes. atri­
buciones y esferas de acción señalados para 
cada función en la Constitución y las leyes. Ello 
basta para una adecuada relación que sea ca­
paz de Impulsar el desarrollo del país. Porque si 
falla uno de esos presupuestos las relaciones se 
deterioran y pueden volverse negativa y hasta 
peligrosas. 
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